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     El sistema presupuestal colombiano está reglamentado por el Decreto Ley 111 de 1996, el cual 

compiló las Leyes 38 de 1989, 179 de 1994 y 225 de 1995, conformando así el Estatuto Orgánico 

del Presupuesto, que en su capítulo II especifica los principios que rigen el Sistema Presupuestal, 

y en su artículo 14° define el principio de Anualidad, así: 

“El año fiscal comienza el 1° de enero y termina el 31 de diciembre de cada año. Después del 31 

de diciembre no podrán asumirse compromisos con cargo a las apropiaciones del año fiscal que se 

cierra en esa fecha y los saldos de apropiación no afectados por compromisos caducarán sin 

excepción”.  

     Lo que implica que durante la vigencia fiscal deberán efectuarse los procesos de planeación 

contractual, perfeccionamiento contractual y ejecución contractual, entendida esta última como la 

ejecución de las obras, la adquisición de los bienes y/o la prestación de los servicios contratados, 

lo cual, con base en los requerimientos procedimentales estipulados en la ley, son procesos muy 

largos, lo que conlleva a que el tiempo no sea suficiente para realizarlas a cabalidad y por tanto se 

evidencie al final de cada vigencia, que los recursos no logran ser gastados en su totalidad, 

generándose así ineficiencia en la ejecución del presupuesto.  

     De acuerdo a lo anterior, y acorde con el documento emitido por la Agencia Nacional de 

Contratación Pública Colombia Compra eficiente (1969), la ejecución contractual requiere del 

agotamiento de tres etapas: i) etapa precontractual, que incluye la elaboración de los Estudios y 

documentos previos, las autorizaciones, permisos y licencias, es decir todo el proceso de 

maduración de los proyectos, los Planes de adquisiciones, la solicitud del Certificado 

disponibilidad presupuestal, la elaboración y publicación del proyecto de pliego, la selección del 

contratista y la Adjudicación; ii) la etapa contractual que incluye el perfeccionamiento, 

legalización, ejecución y terminación; y iii) la etapa poscontractual con la liquidación del contrato, 

que incluye además el pago total.  



     Lo anterior, es importante de mencionar por cuanto cada una de las etapas y componentes de 

los mismos demandan de un tiempo para su realización y, por ejemplo para el caso de la ejecución 

de obras puede entonces no ser suficiente un año para el satisfactorio agotamiento de todas ellas, 

por ende, el adelantar procesos contractuales en la primera mitad de todas las vigencias se ha 

convertido en una tarea rutinaria y poco productiva, que demanda de tiempo que los servidores 

públicos podrían estar mejor aprovechado en tareas de gestión. Todo esto sumando a que en la 

mayoría de los casos, durante la misma vigencia no se alcanza a cumplir con la finalidad del 

proceso contractual, que es la realización de las obras, es decir la entrega para su uso, la adquisición 

de los bienes o la prestación de los servicios.  

     Para ilustrar lo anterior y tomando como ejemplo la capital del país, según informe de la 

contraloría Distrital (2008): 

“A pesos de 2008, la inversión directa programada en 2001 – 2004 (Bogotá para vivir todos del 

mismo lado), fue de $19.8 billones, en tanto que para 2004 – 2008 (Bogotá sin indiferencia) se 

estimó en $27.3 billones y para 2008 – 2012 (Bogotá positiva) en $30.6 billones. No obstante, en 

la práctica, lo ejecutado de estas cifras es inferior a lo previsto, lo que se traduce en frustraciones 

ciudadanas y aplazamiento en el tiempo de la satisfacción de necesidades y problemáticas 

identificas. De hecho, lo programado para inversión directa en el período 2001 – 2004 sólo se 

ejecutó en un 80%, en tanto que lo estimado para 2004 – 2008, se ejecutó en el 94.6%, pero lo 

correspondiente a giros sólo alcanzó el 65.5%; es decir, cerca del 30% se ejecutó en forma de 

reservas presupuestales y cuentas por pagar”. 

Situación mencionada que se ha convertido en una problemática generalizada para las entidades 

territoriales del país, razón por la cual se plantean el interrogante de si, considerando la amplitud 

y rigidez de la normatividad contractual en Colombia, ¿Es eficiente que el sistema presupuestal se 



rija por el principio de anualidad?, o podría considerarse como una solución a la ineficiencia en la 

ejecución del presupuesto, entendida esta como los recursos que se dejaron de invertir, es decir, el 

gasto público no percibido por la comunidad por temas administrativos; la ampliación de este 

principio hacia la plurianualidad, a partir de presupuestos públicos bianuales.  

     En este orden y respecto al proceso presupuestal es importante mencionar que este requiere del 

agotamiento de tres competencias que se deben perpetrar anualmente, la primera ejercida por el 

ejecutivo denominada preparatoria del presupuesto, la segunda que consiste en discutir y aprobar 

el presupuesto que es ejercida por el órgano de elección popular, y una tercera que es la de 

ejecución. Tramites procedimentales que sumados a los de tipo contractual, evidencian que la 

normatividad colombiana no se ajusta a la realidad de la misma, lo que desentraña en ineficiencia 

administrativa, por una parte porque no se cumple con la finalidad estatal de aprovisionar bienes 

y servicios de tipo social, y por otra, en la constitución desmedida de Reservas presupuestales, las 

cuales generan un desgaste como procedimiento adicional al cierre de cada vigencia y además 

constituyen un incumplimiento al principio de anualidad presupuestal.     

     De acuerdo con el Articulo 89 del Decreto 111 de 1993: 

“Al cierre de la vigencia fiscal cada órgano constituirá las reservas presupuestales con los 

compromisos que al 31 de diciembre no se hayan cumplido, siempre y cuando estén legalmente 

contraídos y desarrollen el objeto de la apropiación. Las reservas presupuestales solo podrán 

utilizarse para cancelar los compromisos que les dieron origen”.  

En consecuencia, puede inferirse que la constitución de reservas presupuestales deriva de hechos 

contractuales imprevistos, como resultado de deficiencias en los procesos de planeación 

contractual, lo que termina promoviendo la adquisición de bienes y servicios innecesarios y 



aumentando la carga administrativa, dada la necesidad de consolidación, presentación e 

incorporación de las mismas en el prepuesto de la siguiente vigencia. Confluyendo también, en 

ineficiencia administrativa, en tanto los montos de gastos ejecutados al final del año fiscal difieren 

de los gastos presupuestados al inicio de la misma, a razón de falta de coordinación, fallas en la 

planeación o la baja ejecución del gasto como el resultado de problemas de administración 

financiera y de gestión. 

     Así y en consideración de las dificultades que resulta tener que planear y ejecutar los recursos 

en marcos temporales tan estrictos, se plantea el principio de plurianualidad como propuesta de 

mejoramiento de la eficiencia administrativa vía ejecución del presupuesto1, mediante la 

programación bianual de este instrumento financiero, para la ejecución de los ingresos y gastos del 

Sistema Presupuestal colombiano, proyectándolo como un boceto de formación regional para que 

los entes territoriales opten por una mejor alternativa de gestión de los recursos, a través de 

mecanismos más flexibles que legitimen y promuevan el perfeccionamiento de la capacidad de 

gestión de las mismas. 

     Postulando así la bianualidad como método de construcción de un escenario presupuestal más 

acorde a la realidad del país, que promueva el progreso estructural del potencial de gestión de los 

entes territoriales, que evite la doble realización de tareas al volver rutinario (anualmente) los 

procesos de perfeccionamiento contractual, que permita menores costos y mayores niveles de 

ahorro presupuestal, que al contratar los bienes y servicios por dos años se pueden obtener menores 

                                                           
1 Definida por la Secretaría de Hacienda de Bogotá (2016), como el proceso mediante el cual se asumen 
compromisos, los cuales se respaldan con la expedición previa de certificados de disponibilidad presupuestal y con 
la operación del registro presupuestal que perfecciona el compromiso, afecta en forma definitiva la apropiación y 
garantiza que ésta no será desviada a ningún otro fin 



precio por cantidad, y que se fundamente en los principios de eficiencia, eficacia y racionalidad 

del gasto como elementos esenciales dentro del concepto de buen gobierno. 

     Es importante destacar que países como Uruguay y España, y organizaciones no 

gubernamentales como la Organización Internacional del Trabajo (OTI) y la Organización de 

Naciones Unidas (ONU), manejan su presupuesto a partir del principio de plurianualidad, de la 

misma manera la experiencia en Colombia del sistema general de regalías, que desde presupuestos 

bianuales ha garantizado la real ejecución de los proyectos contenidos en su plan de inversiones; 

dan cuenta de las ventajas que ofrece la utilización del Presupuesto Plurianual en la consecución 

de un escenario en el que el gasto público regional incrementa a través del tiempo, y que engrana 

con elementos estructurales para asegurar que las iniciativas priorizadas gozan de las particulares 

fundamentales para ser realizables, por cuanto, cuentan con el tiempo suficiente para la 

estructuración y maduración de proyectos sostenibles, concretando así la firma de un pacto fiscal 

que prioriza el logro de los objetivos de tipo social.  

     A este propósito, la implementación del presupuesto de forma bianual se presenta como un 

sistema de opciones técnicas que parte del actual sistema presupuestal colombiano, pero que 

amplía el horizonte en dos años, de esta forma se certifica que tanto a nivel central como territorial, 

los recursos serán ejecutados de manera responsable y eficiente, y además con criterios de ahorro 

corriente, lo que permitirá estabilizar el gasto público con el propósito de mejorar el rendimiento 

de las instituciones con base en el aprovechamiento eficaz de los recursos, la revisión de las 

estructuras y el mejoramiento de los procesos finales. Todo esto en atención a lo dispuesto por el 

Gobierno nacional, referente a la importancia de garantizar la sostenibilidad fiscal para facilitar el 

desarrollo y la dinámica sostenible de crecimiento económico en el largo plazo. 



     Sumado a lo anterior, a partir de la bianualidad, se abrirá el espacio desde la misma dinámica 

de ampliación del horizonte de acción y ejecución, para la realización del seguimiento y evaluación 

de los impactos logrados con las políticas, programas y proyectos gubernamentales tendientes a 

crear valor público, que al no tener que elaborar contratos todos los años, se puedan generar análisis 

de los elementos que afectan el desempeño y así proporcionar a los administradores y a la 

ciudadanía involucrada, datos sobre el avance y el logro de los objetivos, así como sobre la 

utilización de los dineros asignados, procurando mayor transparencia en la gestión, mejorando 

entonces las prácticas de buen gobierno desde la transparencia y eficacia del gasto público.  

     Ahora bien, la instrumentación que se propone para la programación presupuestaria plurianual 

demanda que la planificación de las inversiones de mediano plazo esté incorporada e identificada 

en su respectivo presupuesto, y es por ello que las autoridades de planeación competentes deberán 

garantizar porque en forma prioritaria se dispongan de los recursos que realmente van a ser 

ejecutados. Una ayuda en ese camino la proporciona la existencia de un horizonte de dos años en 

el cual se apruebe la iniciación y continuación de los proyectos de inversión cuya ejecución 

sobrepase el actual ejercicio presupuestario de un año. 

     Por todo lo anteriormente argumentado, se puede concluir que la transición del Sistema 

Presupuestal Colombiano del principio de anualidad hacia la bianualidad presupuestal, constituye 

una alternativa que pretende fortalecer y consolidar la descentralización territorial, materializando 

el objetivo constitucional de reforzar la descentralización mediante mecanismos efectivos que la 

hagan posible, y asegurar que los recursos de las entidades territoriales se inviertan en la ejecución 

de proyectos que contribuyan al desarrollo regional, es decir aquella inversión que produce 

impactos, los cuales además permitirán ser más medibles en los términos ya mencionados.   



     Se hace especial énfasis en el concepto de descentralización, por cuanto es desde los territorios 

que se pueden lograr reales gestiones de afianzamiento, crecimiento y desarrollo, por tanto el papel 

del Estado en la promoción de este empoderamiento territorial a partir de la legislación, es de vital 

importancia en este ejercicio, basado en que al permitir mejores escenarios, se van a generar desde 

los municipios mejores dinámicas de gastos público, lo que se traduce en la comunidad en el 

garante de un escenario apropiado para la generación de empleo, la construcción de industria y la 

mejora de la calidad de vida de la población, que es finalmente la principal función del estado 

como promotor de la corresponsabilidad de país.  

     Con todo lo anterior se puede afirmar que a partir de la experiencia evidenciada en el territorio 

nacional, el principio de anualidad presupuestal no es eficiente en el sistema colombiano, por 

cuanto riñe con los plazos estimados en la normativa contractual y no se ajusta a las situaciones 

reales que esta conlleva. Cabe destacar que el legislador contempló en la Ley orgánica los casos 

en los cuales por las razones mencionadas, se requiera exceder la anualidad, es decir cuando se 

perfeccione un contrato en la vigencia actual y la ejecución de la obligación requiera llevarse a 

cabo en las anualidades siguientes, para lo cual estimó un trámite adicional y aún más engorroso, 

por cuanto incluye de su presentación, sustentación y autorización por la corporación de elección 

popular respectiva, ya sea Concejo municipal, Asamblea departamental o Congreso de la 

Republica, para asumir obligaciones con cargo a presupuestos de vigencias futuras. Razón por la 

cual la ampliación de este principio hacia la plurianualidad constituye una solución a los actuales 

problemas de ineficiencia en la ejecución del presupuesto, evidenciados por los entes territoriales 

en el país. 
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